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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia - 1ª instancia - 15 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Concede el amparo solicitado

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-00459-00

Accionante: 
JORGE ALBEIRO CORREA CORREA 
Accionado:
DIRECCIÓN DE SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
DERECHOS A LA SALUD, VIDA DIGNA E INTEGRIDAD FÍSICA / PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICOS / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. En este caso, es evidente que, ante la importante afección que aqueja al actor, como lo dejan ver los documentos arrimados, la omisión que está al descubierto, resquebraja sus derechos, tanto más cuando  nada se ha refutado acerca de que la valoración esté por fuera del plan especial de salud, o que pueda ser sustituida por otra que cumpla el mismo beneficio y agotarse en forma más diligente. Así que siguiendo esas directrices, no queda alternativa diversa a la de conceder el amparo deprecado, el que, acorde con lo que enseña la foliatura, viene siendo infringido tanto por la IPS Oncólogos de Occidente SA, pues, transcurrido un término más que suficiente desde la autorización para ejecutar la consulta pertinente, ha incumplido lo de su cargo, y la Seccional de Sanidad, porque, pese a que ha dispuesto la valoración, la misma sigue insatisfecha y es su deber velar para que se dispensen al afiliado los servicios que demanda. (…) Se accederá también a la prestación del tratamiento integral que resulte de la patología denunciada en la demanda y respecto de lo que sobrevenga a la valoración especializada, con cargo a la Seccional de Sanidad, (…).
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo quince de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-00459-00
Acta N° 251 de mayo 15 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Jorge Albeiro Correa Correa, en contra de la Dirección de Sanidad Seccional  Risaralda de la Policía Nacional, a la que fueron vinculados el Coordinador de Referencia y Contrarreferencia y la Auditoria de la misma entidad, así como Oncólogos de Occidente SA.
ANTECEDENTES

Jorge Albeiro Correa, quien actúa en su propio nombre, acudió a esta vía en procura de la protección de los derechos fundamentales “a la salud, vida digna e integridad física” que estima vulnerados por la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional.

Expresó que fue diagnosticado con “TUMOR MALIGNO DE LA PIEL DE OTRAS PARTES Y DE LAS NO ESPECIFICADAS DE LA CARA”, por lo que se le ordenó “CONSULTA POR PRIMERA VEZ POR OTRAS ESPECIALIDADES MÉDICAS “DERMATOLOGÍA ONCOLOGÍA para posterior cirugía”; solicitó cita ante la EPS Sanidad de la Policía; de manera verbal se le indicó que había que esperar agenda para el mes de abril, pero no se le adjudicó la misma; luego le fue informado que no había cita para el mes de mayo, lo que le genera mucha preocupación porque siente fuertes picaduras, irritación, crecimiento y dolor de la “verruga maligna o tumor de la piel”.
Pidió, entonces, el amparo de los derechos invocados y que se ordene a la Seccional de Sanidad de la Policía que le brinde un tratamiento integral y realice todos los trámites y gestiones administrativas tendientes a la realización oportuna de la consulta especializada que se le ordenó. Invocó como medida provisional, la autorización inmediata de dicha atención.
Con el libelo aportó copias de documentos relacionados con la situación médica que denuncia, de su carné de afiliación y de la cédula de ciudadanía. 
A ese escrito se le dio el trámite de rigor, con las vinculaciones del Coordinador Referencia y Contrarreferencia y de la Auditoría de la institución accionada, y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa; a la vez, se accedió a la medida provisional deprecada, en la que se le ordenó al Director de Sanidad, que procediera a garantizar la práctica de la valoración demandada. 
Se pronunció el Jefe Seccional Sanidad, quien expresó que al accionante se le han extendido las autorizaciones que ha requerido, incluso para la valoración demandada, con destino a la IPS Oncólogos de Occidente, y es deber acudir allí para la gestión del caso, pues esa dependencia desconoce el manejo y las agendas de las entidades y profesionales externos. No obstante, conocida la situación se contactó a dicha IPS, pero no fue posible obtener fecha probable de atención, y se hizo énfasis en la urgencia de la prestación del servicio. Insistió en que no es la EPS la encargada de asignar citas y, por tanto, llama la atención sobre la información suministrada por el accionante. Agregó que, dado el manejo en la IPS Oncólogos de Occidente SA, por la programación de los especialistas, se dificulta el cumplimiento de la medida provisional en el término de un día; sin embargo, Adujo que insistiría en ello. Solicitó negar la acción y vincular a dicha institución prestadora de salud por estar a su cargo el servicio solicitado.
Con esa respuesta se procedió a la vinculación de dicha institución, la que guardó silencio.
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, acudió Jorge Albeiro Correa Correa, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, teniendo presente que no ha sido posible la materialización de la cita especializada que por dermatología oncológica le fue prescrita.
Se sabe que el derecho a la salud es fundamental, según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
 y  lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015, aspecto sobre el que nada se controvierte, como tampoco sobre la necesidad de la consulta ordenada por la profesional de la medicina que atiende al demandante, si bien la defensa se apuntala en el hecho de que sí se emitió la autorización de rigor, pero la IPS delegada para el evento, es donde no se  ha concretado lo necesario.
  



Precisamente, el caso de ahora involucra a una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, pasa por un serio quebranto de salud por el cual requiere la atención referida, en aras de proseguir con el tratamiento que sea de rigor, cuya falta de materialización, pone en riesgo no solo su salud, sino la vida en condiciones dignas. 
  



No se olvide, además, que aquí está de por medio el diagnóstico definitivo, a partir de cuyos resultados se podrá determinar el verdadero estado del demandante y qué procedimientos, medicamentos u otros servicios, son los adecuados para su tratamiento. En este sentido, con suficiencia la Corte Constitucional ha hecho hincapié de tiempo atrás, sobre la necesidad y urgencia del mismo. En uno de tantos pronunciamientos, recordó en la sentencia T-248 de 2016: 
 

En múltiples pronunciamientos, esta Corporación ha determinado que el derecho fundamental a la salud no se agota con la atención, los tratamientos o la entrega de los medicamentos, sino, también, con el derecho a un diagnóstico efectivo
.  

Esta Corte ha definido el derecho al diagnóstico como la garantía que tiene el paciente de “exigir de las entidades prestadoras de salud la realización de los procedimientos que resulten precisos con el objetivo de establecer la naturaleza de su dolencia para que, de esa manera, el médico cuente con un panorama de plena certeza sobre la patología y determine ‘las prescripciones más adecuadas’ que permitan conseguir la recuperación de la salud, o en aquellos eventos en que dicho resultado no sea posible debido a la gravedad de la dolencia, asegurar la estabilidad del estado de salud del afectado” 
.

El derecho al diagnóstico involucra la determinación con precisión y certeza de cuál es el estado de salud del paciente y de cuáles son las condiciones médicas que lo aquejan. Ello con el fin de buscar los mecanismos adecuados para detener los padecimientos y poder brindarle la atención integral. Así lo ha expuesto esta Corporación: 

“El concepto de un médico, esto es, el diagnóstico, es esencial para determinar los servicios en salud, por cuanto es la persona capacitada para definir con base en criterios científicos y, previo análisis al paciente, la enfermedad que padece y el procedimiento a seguir.  Así, la realización del diagnóstico es un derecho, al ser un requisito necesario para garantizar la prestación de los servicios que se requieren para recuperar la salud” 
.
La Corte ha sostenido que el derecho al diagnóstico está integrado por tres componentes, estos son: (i) la práctica de pruebas y estudios ordenados relacionados con los síntomas que presenta el paciente, (ii) la revisión de los exámenes de manera oportuna y (iii) la prescripción por el médico tratante de los medicamentos o tratamientos tendientes a curar los síntomas del paciente, disponiendo de la ciencia médica y los recursos disponibles
. 

En ese sentido, la jurisprudencia constitucional ha indicado que el derecho al diagnóstico “se vulnera cuando la EPS o sus médicos adscritos se rehúsan o demoran la determinación del diagnóstico y la prescripción de un tratamiento para superar una enfermedad. En estos casos, esta Corporación ha concluido que al paciente le asiste el derecho a que le determinen lo necesario para conjurar la situación y por ende la EPS debe en cabeza de su personal médico, especializado de ser el caso, emitir respecto del paciente un diagnóstico y la respectiva prescripción que le permita iniciar un tratamiento médico dirigido a la recuperación de su salud o al alivio de su dolencia
”
.
De lo expuesto se colige que, la entidad prestadora de salud, independientemente del régimen al cual se encuentre afiliado el paciente, debe brindar una atención integral y de calidad, además, tiene la obligación de emitir un diagnóstico certero y, basado en ello, suministrar los tratamientos y medicamentos que sean necesarios para atender ese determinado estado de salud. Cuando el derecho al diagnóstico esté en amenaza de ser vulnerado, es procedente la acción de tutela, toda vez, que este está íntimamente ligado con el derecho fundamental a la salud y a la vida digna. 

  



En este caso, es evidente que, ante la importante afección que aqueja al actor, como lo dejan ver los documentos arrimados, la omisión que está al descubierto, resquebraja sus derechos, tanto más cuando  nada se ha refutado acerca de que la valoración esté por fuera del plan especial de salud, o que pueda ser sustituida por otra que cumpla el mismo beneficio y agotarse en forma más diligente.  




  



Así que siguiendo esas directrices, no queda alternativa diversa a la de conceder el amparo deprecado, el que, acorde con lo que enseña la foliatura, viene siendo infringido tanto por la IPS Oncólogos de Occidente SA, pues, transcurrido un término más que suficiente desde la autorización para ejecutar la consulta pertinente, ha incumplido lo de su cargo, y la Seccional de Sanidad, porque, pese a que ha dispuesto la valoración, la misma sigue insatisfecha y es su deber velar para que se dispensen al afiliado los servicios que demanda. 

  



Por tanto, se ordenará, de manera conjunta a la IPS Oncólogos de Occidente, por intermedio de su representante legal en esta ciudad, y a la referida entidad prestadora de salud, por intermedio del jefe seccional, Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, o quien haga sus veces, que procedan, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, a adelantar y materializar las gestiones necesarias para que a Jorge Albeiro Correa Correa le sea finalmente practicada la valoración  dermatológica dispuesta como medida provisional, la cual deberá hacerse efectiva en un plazo no mayor a tres (3) días, en todo caso, bajo la directa y principal carga de parte de Sanidad Seccional que deberá garantizar el servicio en ese mismo lapso, ante la eventual circunstancia de que la citada IPS demuestre, fundadamente, que es imposible la realización de consulta, ya que es obligación de aquella, siguiendo las reglas del SGSSS, responder porque las atenciones de sus afiliados sean efectivamente consumadas.
  



Se accederá también a la prestación del tratamiento integral que resulte de la patología denunciada en la demanda y respecto de lo que sobrevenga a la valoración especializada, con cargo a la Seccional de Sanidad, teniendo en cuenta la obligación que le asiste en la debida, oportuna y completa atención del paciente, máxime si se tiene en cuenta el diagnóstico del paciente, esto es, CA basocelulamodular, según señala la solicitud del 27 de marzo del corriente año, elevada por la accionada a Oncólogos de Occidente (f. 12), o de un tumor maligno de la piel (f. 5), pues en estos casos, la jurisprudencia ha indicado que el la atención integral se torna imperiosa y el juez de tutela debe disponerla, en atención a los principios que inspiran la Ley 1751 citada y las prevenciones de la Ley 1384 de 2010. Recientemente dijo la Corte Constitucional
 que:

A quienes padecen enfermedades catastróficas, como el cáncer, se les debe garantizar siempre un tratamiento integral.

El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”
. Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”
.
Particularmente, este tratamiento debe garantizarse siempre a quienes sean diagnosticados con cáncer, debido a que esta es una enfermedad que por su gravedad y complejidad requiere un tratamiento continuo que no puede sujetarse a dilaciones injustificadas ni prestarse de forma incompleta. Este tratamiento debe ser prestado por el personal médico y administrativo, teniendo en cuenta los riesgos latentes de que se cause un perjuicio irremediable sobre la salud y la vida del paciente.

En tal virtud, el legislador expidió la Ley 1384 de 2010, también conocida como Ley Sandra Ceballos
, con el objetivo de:

 “Establecer las acciones para el control integral del cáncer en la población colombiana, de manera que se reduzca la mortalidad y la morbilidad por cáncer adulto, así como mejorar la calidad de vida de los pacientes oncológicos, a través de la garantía por parte del Estado y de los actores que intervienen en el Sistema General de Seguridad Social en Salud vigente, de la prestación de todos los servicios que se requieran para su prevención, detección temprana, tratamiento integral, rehabilitación y cuidado paliativo.” 

En ese texto normativo se determinó que el cáncer es una enfermedad de interés en salud pública y prioridad nacional y que “la tarea fundamental de las autoridades de salud será lograr la prevención, la detección temprana, el tratamiento oportuno y adecuado y la rehabilitación del paciente”. (Negrilla fuera del texto). 

 

Finalmente, en lo atañedero al recobro pretendido por la Seccional Sanidad Risaralda, ya esta Sala ha sentado como criterio, y lo mantiene ahora, que no corresponde dilucidar al juez constitucional lo referente a tal concepto, sino la vulneración de derechos fundamentales, ajena a cuestiones de orden económico entre entidades del SGSS; en consecuencia, es válido abstenerse de proferir decisiones en ese sentido, tal como lo ha precisado también la Corte Constitucional. Así, por ejemplo, en la sentencia T-760 de 2008 llamó la atención acerca de que no puede condicionarse el reconocimiento al derecho de recobro por los costos que las entidades tuvieren que asumir por servicios fuera del POS, siempre que la orden esté consignada en la parte resolutiva de los fallos de tutela; en otra ocasión, en la sentencia T-727 de 2011 dijo la alta Corporación:
  

Por último, en relación con la orden de recobro… sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

  

De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

  

Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre …el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos…”.

Basta, pues, con que el servicio esté por fuera del plan obligatorio de salud y que lo deba asumir la EPS respectiva, para que pueda recobrar su costo a la entidad responsable de prestarlo, por lo que resulta inane que el juez de tutela lo declare así expresamente.




DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo impetrado por Jorge Albeiro Correa Correa, frente a la Seccional Sanidad Risaralda de la Policía Nacional y Oncólogos del Occidente SA
En consecuencia,  
  



1. Se ordena al Jefe Seccional de la entidad, Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, o quien haga sus veces, y al representante legal de Oncólogos de Occidente SA en esta ciudad, que procedan, de manera conjunta, en el ámbito de competencias y dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, a adelantar y materializar las gestiones necesarias para que a Jorge Albeiro Correa Correa le sea finalmente practicada la valoración  dermatológica dispuesta como medida provisional, esto es “DERMATOLOGÍA ONCOLÓGICA” la cual deberá hacerse efectiva en un plazo no mayor a tres (3) días y, en todo caso, bajo la directa carga de Sanidad Seccional de la Policía Nacional,  que deberá garantizar lo correspondiente, bien con la mencionada IPS u otra que dispense dicho servicio.
  
2.
Igualmente, deberá brindarle el accionante el tratamiento integral que requiere para el manejo adecuado de la enfermedad que presenta, incluida la autorización y suministro de los medicamentos, tratamientos, procedimientos y servicios, incluidos o no en el plan obligatorio de salud, que prescriba su médico tratante.
3.  De las gestiones realizadas dará cuenta a esta Sala.

  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
                       DUBERNEY GRISALES HERRERA
�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Corte Constitucional Sentencias T-366 de 1992, T-849 de 2001, T-775 de 2002, T-867 de 2003, T-364 de 2003, T-343 de 2004, T-178 de 2003, T-101 de 2006, T-346 de 2006, T-887 de 2006.


� Corte Constitucional, Sentencia T-1181 de 2003 M.P. Jaime Araujo Rentería. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-1092 de 2012 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-717 de 2009 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� T-050 de 09 reiterada en T-452 de 10, T- 841 de 11.


� Sentencia T-1092 de 2012.


� T-239 de 2015


�Al respecto, ver entre otras las sentencias T-872 de 2012 y T-395 de 2015.


� T-611 de 2014. 


� Ley 1384 del 19 de abril de 2010, Ley Sandra Ceballos, “por la cual se establecen las acciones para la atención integral del cáncer en Colombia”.


� Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
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